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ASUNTO
Asume la Sala el estudio de la acción de tutela que promueve el señor YESID ROMERO, a través de apoderado judicial contra la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES, para deprecar el amparo de sus derechos fundamentales presuntamente vulnerados por la demandada.
ANTECEDENTES

Comunica el apoderado judicial del señor Romero que su mandante en el mes de agosto del 2012 presentó ante la Superintendencia de Sociedades Regional Manizales, solicitud para que dicho despacho iniciara la acción de remoción del gerente de la sociedad Estación de Servicio la Gran Manzana Ltda., adicionalmente que se iniciara investigación en su contra por irregularidades cometidas en el ejercicio de su cargo. Frente a ello, se expidió la resolución No. 670-000123 del 21 de septiembre de 2012, mediante la cual se decretó el inició de investigación administrativa en contra del mencionado gerente, sin que se dijera nada respecto a la solicitud de remoción del mismo, tampoco se practicaron las pruebas pedidas en el escrito, ni se le notificó al petente el inició de la actuación. Frente a lo anterior, afirma el abogado libelista, que requirió a la Superintendencia de Sociedades regional Manizales, quien en forma verbal le hizo saber que dicho despacho no era competente para conocer de esa solicitud; por ello mediante escrito del 2 de abril de 2013 se le solicitó que procediera a remitir la petición al funcionario competente, tal como debió hacer desde el principio, sin embargo dicha solicitud no fue acogida, y no se le permitió interponer recursos contra dicha negativa.

El 22 de mayo de 2013, el actor presentó nuevamente la solicitud de remoción del gerente de la sociedad de la cual hace parte, pero esta vez lo hizo ante el Superintendente Delegado para Asuntos Mercantiles en la ciudad de Bogotá, quien en auto del 31 de ese mismo mes y año, decidió no darle trámite a esa solicitud por no ser competente para ello. Así las cosas, el 19 de junio de este año presentó la acción ante el Despacho del Superintendente Nacional de Sociedades, la cual, sin notificación al actor, fue remitida a la Superintendencia Delegada de Manizales, quien en oficio del 11 de junio de 2013 le indicó que no se daría trámite a la petición por cuanto la misma ya había sido resuelta en días anteriores por parte de la Superintendencia Delegada para Asuntos Mercantiles, sin concederse recurso contra la misma. En ese orden, afirma el representante judicial del señor Romero, que lo dicho por la entidad accionada no es cierto, pues la Superintendencia Delegada para Asuntos Mercantiles no se pronunció de fondo, respecto a lo pedido y se limitó a dar las razones por las que no era competente para conocer del asunto. Frente a lo anterior, afirma el petente que el día 19 de agosto del año avante, envió solicitud ante el Superintendente Nacional de Sociedades para que procediera a asumir la competencia de la actuación presentada ante la Superintendencia Regional de la ciudad de Manizales, sin que a la fecha se le haya dado respuesta alguna. 

Por lo narrado, considera el abogado accionante que las entidades accionadas están vulnerando los derechos fundamentales de su mandante al debido proceso, al acceso a la administración de justicia y el derecho de defensa, al no proferir una decisión de fondo en punto de la petición de remoción del representante legal de la sociedad Estación de Servicio La Gran Manzana Ltda.  
PRETENSIÓN
Con base en lo anterior pretende el libelista que se le ordene a quien corresponda iniciar y llevar hasta su terminación la acción de remoción del gerente de la sociedad atrás mencionada. 
TRÁMITE PROCESAL
La presente acción fue presentada el 26 de septiembre del presente año, siendo repartida en ese momento al Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad, quien la admitió y asumió su conocimiento vinculando al asunto al señor Orlando Restrepo Vásquez representante legal de la sociedad Estación de Servicio La Gran Manzana Ltda. de Pereira. Tanto las accionadas como el vinculado presentaron oportuna respuesta a la acción; pero estando ésta en trámite el Juez de Familia se dio cuenta que la acción estaba dirigida contra una entidad del orden nacional, por tal motivo, mediante auto 7 de octubre del año en curso, se declaró incompetente para continuar conociendo del asunto, por tal motivo la remitió a la oficina de reparto para que fuera asignada a un juez competente. Así las cosas, a este Despacho le correspondió por reparto del día 8 de los corrientes mes y año, siendo admitida el mismo día, sin perjuicio de las respuestas que ya había allegado las accionadas, e indicándole a las partes que los términos para fallar le corrían nuevamente a este fallador, todas las partes fueron notificadas en debida forma. 

RESPUESTA DE LAS ACCIONADAS

Señor Orlando Restrepo Vásquez: Presentó un largo escrito
 de respuesta por intermedio de apoderado judicial, en el cual después de hacer una breve referencia a cada uno de los hechos narrados por el accionante en su escrito de tutela, procedió a hacer un recuento de las actuaciones administrativas realizadas dentro del proceso que la Superintendencia de Sociedades Regional Manizales lleva en su contra; ello con el fin de hacer ver que en ningún momento se han vulnerado los derechos invocados por la parte accionante, y que antes por el contrario todo el tiempo se ha tratado de respetar las garantías constitucionales de las partes. Adicionalmente, hizo hincapié en que todo este tiempo lo que ha pretendido el actor es que el sea destituido de su cargo a toda costa, y por ello a pesar de que la Superintendencia le ha dicho en diversas oportunidades que en el asunto de la sociedad Estación de Servicio La Gran Manzana Ltda, no es competente para tramitar la acción de remoción del gerente, insiste en que tal actuación se lleve acabo, llegando incluso a removerlo él mismo, mediante una acción social de responsabilidad de los administradores, a pesar de que la sanción que se le impusiera por parte de la superintendencia al gerente de la sociedad, a la revisora fiscal principal y a la suplente, aún no se encuentre en firme toda vez que frente a ella se interpusieron los recursos de ley. Por otra parte, indicó el libelista, que la presente acción constitucional no tenía vocación de prosperar, por cuanto estaba siendo usada por el actor como un mecanismo principal para obligar a la Superintendencia a llevar a cabo la acción por el pedida, a pesar de que hasta la fecha no ha atacado formalmente y ante el Juez competente las decisiones adoptadas por la autoridad accionada, esto es ante el Juez Contencioso Administrativo, por tanto considera que la tutela es improcedente para dirimir el asunto propuesto por el actor.  
Superintendencia de Sociedades
: El Delegado para Procedimientos Mercantiles allegó escrito por medio del cual se pronunció respecto de cada uno de los hechos materia de tutela, haciendo entrever en cada uno de ellos que en ningún momento se le ha vulnerado derecho alguno al actor, y que frente a cada uno de sus escritos y solicitudes ha obtenido respuesta oportuna, aunque siempre negativa a sus pretensiones. En punto de la petición que el actor dice haber enviado a la Superintendencia Nacional de Sociedades para que allí se procediera a asumir la competencia de la actuación presentada por él ante la Superintendencia Regional de la ciudad de Manizales, hizo saber que tal documento no se encuentra registrado en las bases de datos de la entidad y que por ello es que no ha obtenido respuesta alguna. 
Respecto a la investigación administrativa que adelanta esa entidad hizo saber que ella tiene las funciones de inspección, vigilancia y control, las cuales se efectúan de manera gradual, dependiendo de las situaciones fácticas en las que se encuentre la compañía, por ello ejerce sus facultades de acuerdo al estado de supervisión a que se sujete cada sociedad. De este modo, “la función de inspección se circunscriben a la posibilidad de solicitar, confirmar y analizar de manera ocasional la información relacionada con la situación jurídica, contable, económica y administrativa de las sociedades no vigiladas por la Superintendencia Financiera, así como a la posibilidad de realizar visitas administrativas.”. En ese orden, la sociedad Estación de Servicio La Gran Manzana Ltda., se encuentra en la actualidad bajo inspección por parte de esa superintendencia y es bajo ese supuesto que se ha desarrollado toda la investigación por parte de la delegada regional de Manizales, conforme a la solicitud presentada por el accionante. 
Por lo dicho, considera la accionada que no se le ha vulnerado derecho alguno al actor y su representante judicial, pues en todo momento esa entidad ha actuado conforme a lo pedido por él y a las normas que rigen el tema. Adicionalmente, indicó que la acción constitucional propuesta resulta improcedente, no sólo por la inexistencia de la vulneración deprecada, sino también, porque revisado el Certificado de Existencia y Representación de la sociedad inspeccionada, se encontró que en la actualidad ante el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira se está adelantando Proceso Abreviado de Impugnación de Actos y Decisiones de Asamblea, contra el acta No. 06 del 29 de mayo de 2013, mediante la cual se aprobó acción social de responsabilidad en contra del representante de esa sociedad, procediendo con ello a removerlo de su cargo. Situación que hace evidente la existencia de otros mecanismos judiciales útiles al actor para lograr su cometido. Además, informó que en la actualidad el procedimiento administrativo de inspección llevado a cabo, no ha culminado y aún se continúa con el mismo, toda vez que frente a las sanciones impuestas tanto al gerente de la sociedad referenciada, como a la revisora fiscal principal y a la suplente, se interpusieron recursos y por tanto las mismas no están en firme. 
De acuerdo a todo lo dicho y a las pruebas anexadas al proceso, solicitó se niegue la tutela invocada. 

Superintendencia de Sociedades Regional Manizales
: Presentó escrito mediante el cual hizo un recuento de todas las actuaciones surtidas con ocasión de la solicitud de inspección presentada por el accionante en el año 2012, haciendo énfasis en que dicha actuación administrativa aún no ha culminado. En punto de la solicitud de remoción del representante legal de la sociedad, indicó que todas las solicitudes que el actor ha hecho al respecto se le han contestado, que si bien en principio no se le dijo nada al respecto fue porque ello se presentó como una segunda petición a la solicitud de investigación administrativa por presuntas irregularidades en la administración de la Estación de Servicio La Gran Manzana Ltda, de la cual es socio. Frente al escrito presentado el 2 de abril del presente año, indicó que al mismo se le dio respuesta oportuna con las explicaciones del porque no se accedía a su pedido. Posteriormente, el 22 de mayo de 2013 presentó nuevo escrito de demanda ante las oficinas centrales de esa superintendencia, la cual le fue rechazada mediante auto del día 31 de ese mismo mes y año, contra el cual no interpuso recurso alguno; idéntico escrito presentó posteriormente, otra vez ante las oficinas centrales de la Superintendencia, obteniendo respuesta negativa al respecto el 11 de julio del año en curso.
Por otra parte, la accionada realizó unas consideraciones legales en donde trató de explicar tanto las funciones de la Superintendencia Regional Delegada, como las de la Nacional, indicando con ello que a la petición inicialmente presentada por el representante judicial del señor Romero, se le dio el trámite que corresponde a una actuación administrativa y no jurisdiccional como erróneamente lo ha considerado el actor, de acuerdo a las funciones delegadas a esa entidad. Igualmente hizo saber que existen tres niveles de control que ejerce la Superintendencia de Sociedades, estos son inspección, vigilancia y control, y cada uno de ellos ejerce de acuerdo a las condiciones de la sociedad y de la gravedad de los hechos que se pongan en su conocimiento. En ese orden, para llegar a darse la remoción de un administrador, la sociedad debe estar sometida a control y ello es competencia del Superintendente Nacional, quien debe iniciar la actuación mediante acto administrativo motivado; y simplemente se le confiere a los Superintendentes Delegados Regionales esa potestad, cuando en el ejercicio de inspección el administrador o el revisor fiscal impiden que ello se haga. 
Por todo lo dicho, solicitó negar la tutela pedida por cuanto al accionante no se le ha vulnerado derecho alguno, y toda la actuación de inspección se ha llevado a cabo conforme a la ley, y no se ha accedido a su solicitud de iniciar el proceso jurisdiccional de remoción del administrador de la sociedad, por cuanto la misma no es de su competencia y ella sólo procede  para las sociedades que se encuentran sometidas a control. 
CONSIDERACIONES  DE LA SALA
Competencia
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del decreto 2591 de 1991 y primero del decreto 1382 de 2000. 
Problema jurídico
Determinar si en el presente asunto, se ha presentado o no vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia y defensa del accionante, por la negativa de la Superintendencia de Sociedades de iniciar el proceso de remoción del administrador de la sociedad Estación de Servicio La Gran Manzana Ltda., de la cual él es socio.  
Solución 

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, para propender por la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
El tema objeto de estudio no es otro que el de establecer si en el presente caso es procedente que la Superintendencia de Sociedades inicie y lleve hasta su culminación todo el proceso administrativo de remoción de un administrador conforme a lo pedido por el señor Romero y su representante judicial. 
Sobre el debido proceso:

Establece el artículo 29 constitucional que el debido proceso debe aplicarse en toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, garantizando con ello la transparencia siguiendo las normas establecidas para cada caso específico.

Al respecto dice la Corte Constitucional:

“2. La jurisprudencia constitucional entiende  como debido proceso administrativo la regulación jurídica  previa  que constriñe  los poderes del Estado y garantiza la protección de los derechos de los administrados, de tal manera que ninguna de las actuaciones de la autoridad pública va a depender de su propio arbitrio, sino que se encuentra sometida a los procedimientos  de ley. Al respecto, la Corte en Sentencia C-214 de 1994 señaló:

 
“Corresponde a la noción de debido proceso, el que se cumple con arreglo a los procedimientos previamente diseñados para preservar las garantías que protegen los derechos de quienes están involucrados en la respectiva relación o situación jurídica, cuando quiera que la autoridad judicial o administrativa deba aplicar la ley en el juzgamiento de un hecho o una conducta concreta, lo cual conduzca a la creación, modificación o extinción de un derecho o la imposición de una obligación o sanción (...).
 
 (...) En esencia, el derecho al debido proceso tiene la función de defender y preservar el valor de la justicia reconocida en el preámbulo de la Carta Fundamental, como una garantía de la convivencia social de los integrantes de la comunidad nacional (...)”.”

En ese orden, esta figura jurídica indica que tanto los procesos administrativos, al igual que los judiciales, se deben llevar con apego a las normas previamente establecidas para cada caso, respetando en todo momento el derecho de contradicción y defensa de la persona o personas contra quien se sigue el mismo, motivo por el cual la jurisprudencia constitucional dijo en el pasado:

“La relación existente entre el derecho al debido proceso y el derecho a la defensa es inescindible. Las formas propias del juicio que garantizan el derecho a la igualdad al prescribir las normas para que todos, sin excepción, sean juzgados bajo las mismas reglas, tiene en el derecho a la defensa el complemento necesario que le permite al interesado controvertir, aportar o solicitar las pruebas que conduzcan al real esclarecimiento de los hechos sobre los que ha de fundarse la decisión de la autoridad. Conforme a ello, el garantizar que la persona interesada esté debidamente enterada de las decisiones que en particular comprometen sus derechos, es un deber indeclinable de las autoridades. Es mediante el acto de la notificación que la administración cumple con el principio de publicidad y garantiza con ello, que la persona pueda ejercer el derecho a la defensa.
 
“Buena parte de la eficacia que se predica de un ordenamiento jurídico  como instrumento social encaminado a proteger los derechos fundamentales de los miembros de una comunidad y resolver los conflictos que se presentan entre diferentes actores sociales, depende de la existencia de principios que  garanticen el debate razonado de los argumentos enfrentados, y permitan que las demandas y pretensiones que presentan los ciudadanos en defensa de sus intereses, puedan ser discutidas y resueltas sobre la base de procedimientos claramente establecidos por las normas jurídicas[...]”

Sobre la acción de remoción de un administrador.
Esta acción está consagrada como una de las facultades administrativas que tiene la Superintendencia de Sociedades dentro del proceso de control a una determinada sociedad, cuando aquella se encuentra en una situación muy critica de orden jurídico, contable, económico o administrativo. Por ello el numeral 4º del artículo 85 de la Ley 222 de 1995 dice: 

“ARTICULO 85. CONTROL. El control consiste en la atribución de la Superintendencia de Sociedades para ordenar los correctivos necesarios para subsanar una situación crítica de orden jurídico, contable, económico o administrativo de cualquier sociedad comercial no vigilada por otra superintendencia, cuando así lo determine el Superintendente de Sociedades mediante acto administrativo de carácter particular.

En ejercicio del control, la Superintendencia de Sociedades tendrá, además de las facultades indicadas en los artículos anteriores, las siguientes:

(….) 

4. <Numeral modificado por el artículo 43 de la Ley 1429 de 2010:> Ordenar la remoción de los administradores, Revisor Fiscal y empleados, según sea el caso, por incumplimiento de las órdenes de la Superintendencia de Sociedades, o de los deberes previstos en la ley o en los estatutos, de oficio o a petición de parte, mediante providencia motivada en la cual designará su reemplazo de las listas que elabore la Superintendencia de Sociedades. La remoción ordenada por la Superintendencia de Sociedades implicará una inhabilidad para ejercer el comercio, hasta por diez (10) años, contados a partir de la ejecutoria del acto administrativo correspondiente.

A partir del sometimiento a control, se prohíbe a los administradores y empleados la constitución de garantías que recaigan sobre bienes propios de la sociedad, enajenaciones de bienes u operaciones que no correspondan al giro ordinario de los negocios sin autorización previa de la Superintendencia de Sociedades. Cualquier acto celebrado o ejecutado en contravención a lo dispuesto en el presente artículo será ineficaz de pleno derecho.

El reconocimiento de los presupuestos de ineficacia previstos en este artículo será de competencia de la Superintendencia de Sociedades de oficio en ejercicio de funciones administrativas. Así mismo, las partes podrán solicitar a la Superintendencia su reconocimiento a través del proceso verbal sumario.”
A pesar de lo anterior, el numeral 22.17 del artículo 21 de la Resolución No. 511-004571 del 28 de agosto de 2012, expedida por el Superintendente de Industria y Comercio, confiere a los Coordinadores de los Grupos Internos de Trabajo adscritos a la Delegatura para Inspección, Vigilancia y Control, la facultad de suscribir entre otros actos los “(…) que inician el proceso de investigación tendiente a determinar la remoción de los administradores que impidan el derecho, el ejercicio del derecho de inspección o al revisor fiscal que conociendo dicho incumplimiento, se abstenga de denunciarlo.” (sic)  

Así las cosas, sólo hay dos escenarios en los cuales se puede ejercer la acción de remoción de una administrador, el primero es cuando por la gravedad de la situación en la cual se encuentre la sociedad comercial debió ser sometida a control permanente por parte de la Superintendencia de Sociedades, y se determina mediante acto administrativo motivado, por parte del Superintendente Nacional de Sociedades o por quien éste delegue, que tal acción es precisa; y segundo cuando ello sea necesario porque tal funcionario impide que la entidad ejerza su función de inspección dentro de la sociedad que él administra. 
 
Del caso concreto.

En el presente asunto, pretende el accionante que por este mecanismo excepcional y residual, se le ordene a la Superintendencia de Sociedades, bien sea a la nacional o la regional, que inicie el proceso para la remoción del administrador de la sociedad Estación de Servicio La Gran Manzana Ltda., de la cual es socio, a pesar de que en diversas oportunidades la accionada le ha indicado que ello no es viable. 
De cuerdo a esa pretensión, y teniendo en cuenta lo dicho en precedencia, encuentra la Sala que tanto el señor Romero como su representante judicial, en una tozuda posición quieren que la Superintendencia de Sociedades ejerza su poder administrativo para remover de su cargo al señor Orlando Restrepo Vásquez, a pesar de que frente a la sociedad que administra, apenas se encuentra en proceso administrativo de inspección, el cual se lleva a cabo sobre las sociedades mercantiles vigiladas por esa entidad, de manera ocasional, bien sea a solicitud de parte o de manera oficiosa. 

En ese orden, quiere el actor, que aunque la estación de servicio de la cual es socio no se encuentra bajo el control de la Superintendencia Nacional de Sociedades, se realice una actuación que está, de cierta manera, limitada para aquellas sociedades que están bajo el control de la accionada, omitiendo con ello el hecho de que esa figura es la última ratio a la cual se debe acudir para solucionar los problemas existentes dentro de una de las compañías del sector real de la economía; razón por la cual se estableció legalmente que antes de entrar en ese estadio, la sociedad debía ser primero inspeccionada y de acuerdo a los hallazgos que se hagan se determinen las acciones del caso, y se defina si con ellas es suficiente o la entidad debe quedar bajo vigilancia, para supervisar el cumplimiento de las actuaciones ordenas como resultado de la inspección; o de ser muy graves los hallazgos, debe someterse inmediatamente a control. 
Al respecto dijo la Corte Constitucional:

“En efecto, la ley prohija la distinción entre los conceptos de inspección, vigilancia y control, cada uno de los cuales apareja un repertorio de facultades que la Superintendencia de Sociedades podrá ejercer, según el supuesto de que se trate y dependiendo, de manera primordial, de la magnitud de las dificultades que la sociedad sometida a fiscalización presente.
 
Así, mientras que la inspección comporta una leve y ocasional injerencia en las sociedades comerciales no vigiladas por la Superintendencia de Sociedades, con el fin de confirmar y analizar información sobre la situación jurídica, contable, económica y administrativa o sobre operaciones específicas; la vigilancia entraña un seguimiento permanente acompañado de facultades de más hondo calado, respecto de las sociedades no sometidas a la vigilancia de otras superintendencias y para velar por que en la formación, en el funcionamiento y en el desarrollo de su objeto social se ajusten a la ley y a los estatutos (Cf. artículos 83 y 84 de le ley 222 de 1995).
 
La noción de control, introducida por el artículo 85 de le ley 222 de 1995, involucra atribuciones de mayor intensidad, ejercitables por la Superintendencia de Sociedades siempre que cualquier sociedad comercial no vigilada por otra superintendencia atraviese por una situación crítica de orden jurídico, contable, económico o administrativo que haga indispensable la adopción de correctivos enderezados a subsanarla.
 
Es suficiente el anterior repaso para arribar a la conclusión de que la fiscalización gubernamental que, con base en la preceptiva reseñada, cumple la Superintendencia de Sociedades es paulatina y tiene en cuenta el estado de la sociedad fiscalizada, ya que dependiendo del grado de dificultad en que se halle se determina la intensidad del escrutinio y, de acuerdo con ello, del catálogo de facultades normativamente señaladas se escogen las que han de ser aplicadas, todo con miras a que se consolide un propósito de recuperación y conservación de la empresa “como unidad de explotación económica y fuente generadora de empleo”, según se lee en la exposición de motivos del pertinente proyecto de ley.[2]
 
Entre mayor sea el nivel de gravedad que la Superintendencia de Sociedades, en uso de sus atribuciones, pueda detectar, más contundentes resultan los mecanismos de acción con que la entidad cuenta para tratar de superar la situación que, cuando es crítica autoriza la asunción de las atribuciones propias del estadio de control, siendo todavía viable, dentro del esquema de gradualidad comentado, la implementación de medidas de diverso signo, dependiendo de las posibilidades de recuperación que el análisis concreto de la sociedad muestre.”

De acuerdo a lo dicho hasta ahora, se hacen evidentes las razones por las cuales hasta el momento ni la Superintendecia Delegada Regional Manizales, ni la Superintendencia Nacional de Sociedades, han admitido la petición del accionante, la primera por no ser competente y la segunda porque siéndolo, evidencia que el estado actual de la sociedad Estación de Servicios La Gran Manzana Ltda., no se encuentra en una situación tan grave que sea necesaria su intervención y mucho menos para proceder a ejercer la acción de remoción de su representante legal.

Aunado a lo anterior, se tiene que el actor cuenta con otros recursos judiciales más idóneos, para lograr su cometido; esto es la remoción del representante legal de la sociedad por medio de una acción de responsabilidad, la cual ya inició y se encuentra en la actualidad en trámite de impugnación ante el Juez Civil competente para ello. Situación que evidentemente desvirtúa el carácter residual y subsidiario de la tutela. 
En ese orden, debe decir la Sala que no encuentra nada que haga evidente la supuesta vulneración de los derechos invocados, ello por cuanto, como ya se vio, el actor está solicitando de la accionada llevar a cabo un procedimiento que en el caso estudiado no es viable aún; adicionalmente, y por el contrario de lo dicho por él, dentro del plenario se puede apreciar ampliamente que en todo momento se ha garantizado el debido proceso, el derecho de defensa y el acceso a la administración de justicia, pues se inició la inspección por él solicitada en el año 2012, y se le han respondido sus diferentes requerimientos de manera oportuna, aunque no en el sentido que él desea, sin que con ello se pueda establecer la vulneración de sus derechos. Ahora bien, respecto a que no se le ha permitido interponer recursos contra las decisiones adoptadas, encuentra la Sala que hasta ahora no se ha surtido ninguna actuación, distinta a la de la sanción impuesta al administrador de la sociedad y que aún no está en firme, sobre la cual se puedan interponer recursos de reposición o apelación, pues hasta la fecha lo que se tienen son distintas solicitudes sobre el mismo asunto, respecto de las cuales se le han dado respuesta mediante oficios, y con el auto del 31 de mayo de este año, mediante el cual el Superintendente Delegado para Asuntos Mercantiles rechazó de plano por incompetencia la demanda por él interpuesta. 
En conclusión, por improcedente se rechazará la protección acá invocada. 
En virtud de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE

PRIMERO: NEGAR por improcedente la tutela de los derechos fundamentales invocados por el señor YESID ROMERO quien actuó en el presente asunto por intermedio de apoderado judicial.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
Secretario

� Ver folios 46 a 144 del cuaderno de tutela. 


� folios 145 a 330 Ibídem. 


� Folios 331 a 340 del cuaderno de tutela. 


� Corte Constitucional, sentencia T-575 de 2011, M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez.


� Corte Constitucional, sentencia T-1263 de 2001, M.P. Dr. Jaime Córdoba Triviño.


� Corte Constitucional, sentencia C-233 de 1997, M.P. Dr. Fabio Morón Díaz. 






 Página 14 de 15

